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Cuando en medios jurídicos hablamos de pensión compensatoria se producen discusiones encendidas a favor y en contra, pero casi siempre coincidimos las abogadas mujeres en su defensa y los compañeros abogados en contra de la misma. 

Y, sin embargo, la pensión a que se refiere el art. 97 del Código Civil es perfectamente indiscriminada; lo mismo puede ser acreedor el hombreque la mujer y pagador aquél que ésta.

Pero ocurre, en general y en pleno año 2000, que los hombres tienen un nivel de empleo aún muy superior al de las mujeres y que éstas, cuando trabajan fuera del hogar, suele ser con una retribución inferior a la de aquéllos. Estoshechos, que en abstracto no son discutidos por nadie, sí lo son cuando se concretan en un supuesto determinado de separación o divorcio y se hade pactar o resolver judicialmente sobre la procedencia o no de pensión compensatoria para uno de los cónyuges, generalmente la mujer.

La pensión, conocida comúnmente como compensatoria, que el art. 97 delCódigo Civil introdujo en su reforma del año 1981 (Ley 30/1981, de 7 de julio), tuvo su precedente legislativo en la ley republicana de 2 de marzo de 1932, si bien esta última hablaba expresamente de pensión alimenticia, pero en su alcance, causas de extinción, transmisión mortis causa, etc., se producen abundantes coincidencias. Dos son los requisitos que, a tenor delartículo mencionado, deben concurrir para tener derecho a la pensión: Que la separación o divorcio produzcan un desequilibrio económico a un cónyuge en relación al otro y…Que este desequilibrio implique un empeoramiento de la situación económica que se mantenía durante la convivencia matrimonial.

Cuando concurran estos dos requisitos, se tendrán en cuenta para la determinación del importe de la pensión alguna o varias de las circunstancias a las que se refiere el art. 97 (pacto entre los cónyuges, edad y estado de salud, duración del matrimonio, cualificación profesional y probabilidades de acceso a un empleo, dedicación pasada y futura a la familia, colaboración en las actividades profesionales del otro cónyuge, duración del matrimonio y de la convivencia, pérdida eventual de derecho a pensión, el caudal y medios económicos y necesidades de uno y otro cónyuge), sin que esta relación sea excluyente de otras circunstancias que podrán ser también tenidas en cuenta para valorar el desequilibrio y calcular así el importe de la pensión.

Mucho se ha discutido acerca de la naturaleza jurídica de esta pensión, existiendo al momento actual acuerdo en atribuirle una naturaleza mixta: compensatoria del desequilibrio económico y alimenticia. Pero legalmente ningún obstáculo existe para la fijación en una misma resolución judicial de dos pensiones a favor del cónyuge que reúna los requisitos: de un lado, pensión alimenticia y de otro, compensatoria. La rutina y, fundamentalmente, la escasez de medios económicos ha hecho que normalmente se interese únicamente pensión compensatoria.

Las causas de extinción de la pensión son tasadas y se contienen en el artículo 101 del Código Civil: cuando desaparezcan las causas que motivaron su adopción y en caso de convivencia marital con otra persona o de contraer nuevamente matrimonio.

Con independencia de que podamos estar o no de acuerdo con estas dos últimas causas de extinción, la ley, sin embargo, no contiene ninguna otra limitación temporal del derecho a devengo de esta pensión. Sobre esta cuestión, la temporalidad de la pensión compensatoria, la jurisprudencia menor está tácitamente poniéndose de acuerdo en limitarla, desnaturalizando así la pensión tal y como fue concebida por los legisladores y no porque la situación de la mujer haya cambiado sustancialmente en los años transcurridos desde que se aprobó, sino porque existe una posición crítica de ciertos sectores judiciales y doctrinales hacia la pensión que comentamos, que consideran que cobrar esta pensión es indigno para una mujer. Las estadísticas ponen de manifiesto que las crisis matrimoniales se producen generalmente a los pocos años de contraer matrimonio o cuando los hijos y las hijas son adultos. Si la crisis de la pareja se produce a los pocos años de la celebración del matrimonio y existen hijos e hijas menores que quedan al cuidado de la madre, ésta va a tener pocas posibilidades de acceder a un empleo, y, si lo tiene, se va a encontrar con muy pocas oportunidades de promoción precisamente por la atención que de ella va a requerir el cuidado de esas hijas e hijos comunes, llevándolos al médico, quedándose con ellos cuando están enfermos, etc. Si la separación representa ese desequilibrio económico al que nos hemos referido, corresponderá pensión compensatoria a esa mujer, sin que quepa limitarla en el tiempo a priori, como habitualmente se hace, como si nuestros Juzgadores dispusieran de una varita mágica capaz de adivinar el futuro de esta mujer. Si cuando los hijos y las hijas necesitan menos atenciones, ella encuentra un trabajo o mejora su posición en el que ya tenía, el art. 100 del Código Civil prevé la posibilidad de evisar o suprimir la pensión en su día acordada. No valen a este respecto las alegaciones que con frecuencia escuchamos, tales como que si cobra la pensión carece de estímulo para buscar un trabajo, porque la cuantía de las pensiones, ese es otro problema, no es disuasoria de la búsqueda de un trabajo y no sirve para llevar una vida desahogada y sin problemas económicos.

Por el contrario, toda mujer acreedora de pensión compensatoria, si no quiere tener una vida mísera y siempre limitada económicamente, se ve abocada a buscar otra fuente de ingresos. En consecuencia, si el procedimiento de modificación de medidas para reducir o suprimir la pensión cuando varíen las circunstancias está legalmente previsto, no tienen ningún sentido limitarla a priori en el tiempo.

Cuando la crisis matrimonial tiene lugar siendo los hijos y las hijas mayores y los cónyuges también lo son, habrá, como siempre, que analizar si se produce o no el desequilibrio económico, requisito sine qua non. Pero, normalmente, cuando nos encontramos ante una separación de estas características, suele ocurrir que la mujer ronda los 50 años de edad; ha dedicado su vida al cuidado de la casa y de los hijos y las hijas; quizá trabajó algún tiempo antes de casarse, pero no lo hizo después.

Probablemente su esposo preparó oposiciones o estudió la carrera o fue promocionándose en la empresa durante el matrimonio y los peores años, desde el punto de vista económico, los pasaron juntos. Cuando las cosas van bien económicamente, aparec la ruptura. Y en estas circunstancias escuchamos con mucha frecuencia a compañeros y compañeras decir: ¡que se busque un trabajo la mujer! No es ese el espíritu ni la letra del artículo 97 del Código Civil. Además de la diferencia de ingresos entre los cónyuges que hay que valorar para determinar si esa separación o divorcio produce o no desequilibrio económico entre ellos, hay un hecho, que normalmente no es tenido en cuenta ni por profesionales ni por Juzgadores, y que es fuente de profunda desigualdad entre los cónyuges y por tanto originador de desequilibrio económico entre ellos. Me refiero a las cotizaciones hechas a sistemas de Seguridad Social durante la convivencia, generalmente por el esposo, que van a beneficiar exclusivamente a quien las hizo, salvo pensión de viudedad pero para ello es preciso que muera uno de los cónyuges, cotizaciones que están hechas con dinero de ambos, puesto que son bienes obtenidos por el trabajo (art. 1347 del Código Civil y 37.2 de la Compilación de Derecho Civil de Aragón). Cuando la separación se produce, el cónyuge que tiene hechas estas cotizaciones las guarda para sí, de manera tal que ante los riesgos de enfermedad o de vejez, está económicamente cubierto. El otro cónyuge, generalmente la mujer y sobre todo cuando tiene 50 o más años, no va a poder iniciar tras la separación una carrera de seguro que le permita abordar esa parte de la vida en condiciones similares a su cónyuge.

Mientras la legislación de Seguridad Social no cambie y las cotizaciones hechas en régimen de gananciales o consorcial no beneficien por igual a ambos cónyuges, aunque la normativa comunitaria avanza en esa dirección, habrá que tener muy en cuenta estas circunstancias, no sólo para calcular la pensión compensatoria, sino también para la determinación del haber conyugal al momento de la liquidación y división. Porque no encuentro razón para valorar las aportaciones hechas a planes de pensiones y hacer las correspondientes compensaciones entre los cónyuges y no tener en cuenta las aportaciones a Seguridad Social, generalmente mucho más importantes económicamente que aquéllas.

Otro motivo de discusión entre compañeros y compañeras cuando tratamos de alcanzar un acuerdo en una separación o divorcio lo encontramos cuando el régimen económico pactado entre los cónyuges es el de separación de bienes. Hay algunos, profundamente ignorantes, que piensan que este régimen excluye la pensión compensatoria, desconociendo que ya el artículo 1.438 del Código Civil contempla la compensación que un cónyuge habrá de hacer al otro por la dedicación y cuidado de la familia. En este régimen, más que ningún otro, cuando un cónyuge se ha dedicado al trabajo fuera de la casa y el otro al cuidado de la familia, a este último, en caso de crisis matrimonial le corresponderá el derecho a percibir pensión compensatoria. 
El hecho de que las resoluciones judiciales dictadas en materia de separación y divorcio no sean recurribles en casación, salvo recurso en interés de ley que puede interponer el Ministerio Fiscal, ha motivado la ausencia de criterios pacíficos en esta cuestión. Y ha dado lugar también a la existencia de criterios dispares entre las diferentes Audiencias Provinciales, de manera que se está produciendo una discriminación entre los justiciables. Y aún es más.

En nuestra Ciudad no existen criterios unánimes entre las diferentes Secciones de la Audiencia Provincial, pudiendo también afirmar que cada Magistrado de los que componen las dos secciones con competencia en materia de Familia tiene su propio criterio.

Esto produce desorientación e inseguridad jurídica. Por poner un ejemplo que ilustre lo que acabamos de afirmar. La Sección 4.ª de la A.P. dictó una sentencia de fecha 29 de septiembre de 1998, en la que resolvió dejar sin efecto la pensión compensatoria acordada en la primera instancia y en sentencia de fecha 23 de noviembre de 1998 mantuvo dicha pensión, que había sido dejada sin efecto en la primera instancia. Las circunstancias de ambos casos, resumidamente, eran las siguientes. En el primero se trataba de un matrimonio en el que el esposo ganaba unas 550.000 pesetas netas y la esposa 150.000. Pero ésta, tenía reducida la jornada laboral para el cuidado de los dos hijos del matrimonio, que contaban 2 y 4 años de edad. De manera que si hubiera trabajado la jornada normal, sus ingresos hubieran sido de 200.000 pesetas. Se interesaba una pensión compensatoria que le resarciera de esa diferencia, esto es, de 50.000 pesetas al mes. El Juzgado de Familia la fijó en 30.000 pesetas al mes y la Audiencia Provincial la dejó sin efecto, en base a estimar que “…si bien es cierto que en términos absolutos existe una sensible diferencia entre los salarios que obtienen los cónyuges litigantes… tal diferencia no es tanta en términos relativos si se tienen en cuenta que la Sra. puede obtener unos ingresos muy superiores optando por la jornada laboral ordinaria…”. En el segundo supuesto, no estaban determinados los ingresos del esposo, pero se trataba de un agente de seguros de una ciudad de la provincia y la esposa, se había probado que trabajaba ocasionalmente con Seguridad Social y más frecuentemente sin ella. En este supuesto, en el que el Juzgado de Primera Instancia había dejado sin efecto la pensión compensatoria, la Audiencia Provincial acordó reponerla en base a “…no se ha acreditado que la mujer disfrute de un trabajo estable, sino de esporádicos trabajos…”.

Como es fácil comprender, la disparidad de criterios no ayuda a los/las profesionales del derecho a orientar a los justiciables ante un procedimiento de esta naturaleza.

Hay quien opina que recibir esta pensión es indigno para la mujer. Aún recuerdo una mujer de 70 años, separada de hecho de su esposo, quien no recibía ni 1.000 pesetas al mes para poder dar la mínima propina a sus nietos. El esposo cobraba pensión de jubilación, y, aunque no abundante, le permitía mantenerse con dignidad.

Interpuesta demanda de separación, le reconocieron derecho a pensión compensatoria. Siendo éste un caso extremo, lo hemos mencionado porque entendemos que ilustra acerca del alcance y naturaleza de esta pensión. El matrimonio es un contrato, cuyo alcance, personal y económico, viene perfectamente delimitado tanto en el Código Civil como en la Compilación Aragonesa de Derecho Civil. La pensión compensatoria, en caso de separación o divorcio, no significa que una persona va a vivir a expensas de otra toda la vida. No hace sino reparar iquiera sea mínimamente y llegada la crisis matrimonial el desequilibrio que, a consecuencia de las diferentes funciones que hasta ahora han venido asignándose socialmente al varón y a la mujer, se ha ocasionado entre ellos.

Desde luego que cuando la sociedad sea igualitaria con ambos sexos, perderá su sentido esta pensión, tanto para las mujeres como para los hombres.

Pero no actualmente. Cerrar los ojos a esta realidad es desconocer cómo se produce la vida en muchas familias; supone ignorar que no existen más separaciones por miedo de las mujeres al futuro económico y supone igualmente desconocer que muchas de ellas, tras la separación, pasan a ingresar el colectivo afectado por la “feminización de la pobreza”, ya que han de cargar con los hijos y con las hijas, con unas pensiones mínimas y en unas condiciones personales y profesionales en las que no pueden acceder al mercado laboral. No propugnamos que, tras la separación o el divorcio, la situación económica de ambos cónyuges ha de ser igualitaria, porque no es ese el espíritu del artículo 97 tantas veces citado, salvo en el caso de pensión de jubilación 000en el que nos parece que, dado el origen de las cuotas que han conformado el derecho a la pensión, debe distribuirse poriguales partes entre los cónyuges, salvo que existan otras circunstancias que deban ser tenidas en cuenta, como es el uso del domicilio familiar. Pero, cuando se ha procedido a la liquidación y división del haber común, es de estricta justicia que esta clase de pensión, y las dos si los dos cónyuges son acreedores de ella, se redistribuyan entre ambos por iguales partes.

Pero, a propósito de lo anterior, ocurre que el proceso que sigue en el tiempo el importe de la pensión compensatoria tal como se ha ido conformando por la jurisprudencia menor, es a disminuir o desaparecer, pero nunca a incrementarse, una vez que quedó fijado en el momento de la separación o el divorcio. Esta es otra cuestión discutible, sobre todo en dada la naturaleza mixta de la pensión.

En definitiva, la interpretación restrictiva y a veces timorata que se hace del artículo 97 Código Civil, no se orresponde con su contenido, sino con una determinada forma de pensar profundamente discriminatoria hacia las mujeres, que considera que éstas son un parásito para el esposo tras la crisis familiar, olvidando lo que ellas” han dejado en el camino de la vida matrimonial en el cuidado de la casa y de la prole común y lo que ellos” guardan para sí –su trabajo, las cotizaciones–, para cuyo resarcimiento precisamente se instauró la pensión que comentamos.
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